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I. El incremento pensional por cónyuge a cargo, es procedente cuando el demandante prueba la existencia del vínculo matrimonial y además la convivencia actual y efectiva entre los esposos. 

II. La inasistencia de la parte accionada a la audiencia de conciliación, genera como consecuencia que se declaren probados los hechos susceptibles de confesión, sin embargo, ello no significa el éxito de las pretensiones del demandante.
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AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO

En Pereira (Risaralda), a los veintidós (22) días del mes de octubre del año dos mil nueve (2009), siendo las cuatro y treinta de la tarde (04:30 p.m.), fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligencia, se reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, excepto el Magistrado Hernán Mejía quien se declaró impedido para conocer de todos los procesos donde sea parte el Instituto de Seguros Sociales y se le aceptó, en asocio de la señora Secretaria, Dra. LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO. Abierto el acto, la Sala se constituyó en Audiencia Pública de Juzgamiento, en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por la señora SULMA GUTIÉRREZ CASTAÑO en contra del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.
En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude a la siguiente:

S E N T E N C I A:

Pasa la Sala a desatar la alzada incoada contra la sentencia emitida el 04 de marzo de 2009 por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de  Pereira (Risaralda), dentro del proceso Ordinario Laboral reseñado en la referencia.

I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones:


Que se condene al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES a reconocer y pagar a favor de la señora SULMA GUTIÉRREZ CASTAÑO, el incremento del 14% sobre la pensión mínima que recibe por tener a cargo a su cónyuge, el señor WILLIAMS NARANJO MARULANDA, a partir del momento en que le fue reconocida la pensión, con la indexación de las condenas, así como las costas del proceso y las agencias en derecho.

2. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

La accionante a través de representante judicial, manifiesta que mediante Resolución Nº 006160 de 1999 el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES le reconoció la pensión de vejez de conformidad con el Acuerdo 049 de 1990, pero no hizo pronunciamiento respecto del incremento sobre la pensión por cónyuge a cargo a que hace referencia dicho Acuerdo. 

Aduce la demandante que está casada desde el 30 de abril de 1967 con el señor WILLIAMS NARANJO MARULANDA, quien depende económicamente de ella, ya que no percibe ningún tipo de ingreso. 

El día 22 de mayo de 2008, la accionante presentó ante el Instituto de los Seguros Sociales, reclamación administrativa tendiente al reconocimiento del incremento pensional por tener a cargo a su cónyuge, solicitud que fue negada por la entidad el 24 de junio de 2008.

II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Dentro del término legal otorgado para tal efecto, la parte demandada presentó escrito en el que admite algunos de los hechos expuestos en la demanda y manifiesta que no le constan los relacionados con las condiciones personales de la demandante por lo que se atienen a lo probado en el decurso del proceso. Se opuso a todas las pretensiones allí expuestas y excepcionó “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN DEMANDADA”, “INEXISTENCIA DE NORMATIVIDAD QUE CONSAGRE EL DERECHO SOLICITADO”, “INCREMENTOS PENSIONALES, PRESTACIÓN ADICIONAL NO INCLUIDA POR EL SISTEMA DE TRANSICIÓN”, “PRESCRIPCIÓN” y “GENÉRICAS”

III. LA SENTENCIA APELADA

Clausurado el debate probatorio, la juez de conocimiento puso fin a la primera instancia a través de la sentencia objeto de censura en la que resolvió negar todas las pretensiones de la demanda presentada por la señora SULMA GUTIÉRREZ CASTAÑO en contra del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES y dispuso condenarla al pago de costas procesales a favor del instituto accionado.

Para arribar a la anterior determinación, expresó que como se evidencia en las pruebas documentales y testimoniales allegadas al proceso, la demandante percibe pensión de vejez, otorgada por el Instituto de los Seguros Sociales mediante Resolución N° 006160 de 1999, desde el 20 de octubre de la misma anualidad, siendo su reconocimiento bajo las normas propias del Acuerdo 049 de 1990 que contempla el incremento sobre la pensión en un 14% por cónyuge a cargo, igualmente que quedó probado el vínculo matrimonial, sin embargo la convivencia de la pareja y la dependencia económica de la persona a cargo, como requisitos para acceder al reconocimiento del incremento pensional no fueron demostrados, toda vez que estas condiciones deben acreditarse mediante prueba testimonial que no obran en el plenario ya que no fueron solicitadas.

V. FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN

Inconforme con lo decidido, la parte demandante presentó recurso de apelación contra la decisión de primer grado, aduciendo que la decisión del despacho, no se ajusta a lo actuado dentro del trámite del proceso, ya que como se desprende de la audiencia del artículo 77 del Código de Procedimiento Laboral y  la Seguridad social, realizada con ausencia de la parte accionada, se declararon probados los hechos susceptibles de confesión como la dependencia económica de la persona a cargo y la convivencia de la pareja, trasladándose la carga de la prueba a la parte ausente, sanción a la que se hizo acreedora la entidad accionada por no acudir al llamado del despacho. En esas condiciones no es de recibo el argumento de la a-quo que niega el reconocimiento del incremento pensional, por no encontrarse demostrados los requisitos legales.

VI. CONSIDERACIONES

1. Presupuestos Procesales:

Sirve la revisión del informativo para determinar que los requisitos esenciales para su formación y desarrollo normal, se encuentran reunidos a cabalidad, circunstancia que permite ser decidido con sentencia de mérito. Por otra parte, tampoco se evidencian causales de nulidad que  invaliden lo actuado.

2. Problema jurídico por resolver:

De los hechos que soportan la demanda, las pruebas que obran en el proceso y los fundamentos de la apelación, se desprende que el (los) problema(s) jurídico(s)  por resolver es (son) el (los) siguiente(s):
a. ¿Para acceder al reconocimiento del incremento pensional por cónyuge a cargo, consagrado en el artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990, basta probar la existencia del vínculo matrimonial?

b. ¿La inasistencia de la parte demandada a la audiencia del artículo 77 del C.P.L.S.S., implica el éxito de las pretensiones de la demandante?


El artículo 21 del Decreto 049 de 1990, contempla un incremento del 14% y del 7% sobre la pensión mínima por personas a cargo, cónyuge e hijos menores de edad o inválidos dependientes económicamente del pensionado, respectivamente, para los derechos causados en su vigencia o en aplicación del régimen de transición determinado en el artículo 36 de la Ley de Seguridad Social Integral en lo que se refiere a pensiones de vejez, o para las de invalidez de origen no profesional estructuradas en su vigencia. Dice la norma aludida: 

“ARTÍCULO 21. INCREMENTOS DE LAS PENSIONES DE INVALIDEZ POR RIESGO COMÚN Y VEJEZ:

Las pensiones mensuales de invalidez y de vejez se incrementarán así:

a) En un siete por ciento (7%) sobre la pensión mínima legal, por cada uno de los hijos o hijas menores de 16 años o de dieciocho (18) años si son estudiantes o por cada uno de los hijos inválidos no pensionados de cualquier edad, siempre que dependan económicamente del beneficiario y,

b) En un catorce por ciento (14%) sobre la pensión mínima legal, por el cónyuge o compañero o compañera del beneficiario que dependa económicamente de éste y no disfrute de una pensión.

Los incrementos mensuales de las pensiones de invalidez y de vejez por estos conceptos, no podrán exceder del cuarenta y dos por ciento (42%) de la pensión mínima legal”.


La norma exige que se trate de cónyuge o compañero permanente dependiente económicamente del pensionado, y aunque no exige taxativamente la prueba de la convivencia, ella se colige de la sola enunciación de los beneficiarios, pues no se puede hablar de cónyuge o compañero permanente cuando dicha calidad se ha perdido o simplemente ya no se tiene.

Esta Sala ha dicho que la vida marital significa la realización de todos los actos que normalmente se perfeccionan entre marido y mujer, ejecutarlos como se hace en el matrimonio o entre cónyuges así no estén unidos por el vínculo legal o eclesiástico, lo que equivale a hacer comunidad de vida permanente y singular, en los términos del artículo 1º de la Ley 54 de 1990. 

Lo trascendente del concepto estriba en el desarrollo de la vida de pareja que efectúan un hombre y una mujer en todos los ámbitos de la vida, esto es, sexual, económico, social, laboral y donde es determinante la existencia de unidad de habitación y vivienda o cohabitación. 

Condiciones que si bien pudieron configurarse, en la pareja conformada por la actora y el señor Williams Naranjo Marulanda, no quedaron probados en el proceso, toda vez que, la prueba idónea para acreditarlos lo constituye la testimonial y en el caso de marras, ni siquiera el togado que representa los intereses de la promotora del litigio, solicitó su practica con el libelo introductorio, negligencia que trae como consecuencia el rechazo de sus aspiraciones, como se consagró en la providencia que se revisa.

Al respecto, los argumentos expuestos en la alzada se concretan en señalar que ante la inasistencia del instituto demandado a la audiencia de conciliación y la correlativa sanción atribuida por la propia funcionaria, se tuvieron como probados “la dependencia económica del señor Williams Naranjo Marulanda de la demandante; que no posee ingreso económico alguno, ni auto capacidad para su mantenimiento”, con lo cual se entienden satisfechas las exigencias del artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990.

Frente a lo anterior, encuentra esta Colegiatura pertinente aclarar que ante la inexistencia en el plenario de material probatorio del cual se pueda inferir que el señor Williams Naranjo Marulanda es autosuficiente económicamente, era deber de la funcionaria de primera instancia realizar tal declaración en la sentencia, con lo cual se tendría satisfecho el requisito de dependencia del cónyuge frente a la pensionada, como presupuesto para acceder al beneficio de incremento pensional;  sin embargo, se recuerda que la ley exige además la acreditación de convivencia, que por lo demás, debe ser efectiva y actual entre los cónyuges, exigencia respecto de la cual no existe prueba, porque como se anotó, el apoderado obvió solicitar la practica de la prueba respectiva y, aunado a ello, porque de acuerdo a lo consagrado en el acta de la audiencia de conciliación, ante la inasistencia del ISS a la misma, sólo se tuvieron como probados los  hechos relacionados con la dependencia económica, más no los relacionados con la convivencia.

De tal manera, que ante la falta de acreditación de este requisito – el de la convivencia-, fácil es concluir que la actora no cumple con los presupuestos legales para acceder al beneficio de los incrementos pensionales por  cónyuge a cargo.
Basta por manifestar que era a la parte gestora de la acción judicial, de acuerdo con el principio general de la carga de la prueba -artículo.177 C.P.C.-, a la que le competía demostrar el cumplimiento de los requisitos para acceder al incremento pensional, lo cual, no fue cumplido, deviniendo el proceso, como era de esperarse, en un fallo absolutorio a favor de la entidad demandada, siendo por lo tanto obligatorio proceder con la confirmación de la sentencia de primer grado.
En mérito de  lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA (RISARALDA), SALA LABORAL, Administrando Justicia en nombre de la República  y por autoridad de la Ley,

R E S U E L V E:

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida el 04 de marzo de 2009, por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ORDINARIO LABORAL instaurado por la señora SULMA GUTIÉRREZ CASTAÑO contra el INSTITUTOS DE SEGUROS SOCIALES, por las razones expuestas en la parte motiva de esta sentencia. 

SEGUNDO.-  Sin costas en esta instancia. 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.


NOTIFICACIÓN EN ESTRADOS: La suscrita Secretaria deja expresa constancia de que la anterior providencia se notificó en estrados a las partes, tal como lo ordena la ley.


No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.

Los Magistrados,             

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE


FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

(Impedido)

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO
Secretaria
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